Iniciativas de Ciudadanos Senadores

Del Sen. Santiago Creel Miranda, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la que contiene proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

 Sen. Santiago Creel Miranda 

CC. SECRETARIOS DE LA

CÁMARA DE SENADORES DEL

CONGRESO DE LA UNIÓN

P r e s e n t e s.

Santiago Creel Miranda, Senador de la República a la LXI Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por el artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta Soberanía la presente iniciativa con PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL, al tenor de la siguiente

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S:

Durante los últimos tres lustros, México ha avanzado –de manera muy importante– en la democratización y en la transparencia en diversos ámbitos de su vida política.

Con la reforma electoral de mil novecientos noventa y seis, la organización de los procesos electorales dejó de ser una función a cargo del Poder Ejecutivo Federal y, desde entonces, se depositó en un organismo autónomo, ciudadanizado e imparcial.

Poco tiempo después, la Ley Fundamental de la República fue nuevamente modificada. En esta ocasión, el Constituyente Permanente –representante directo de la soberanía popular– creó la Auditoría Superior de la Federación, como organismo de fiscalización superior de la Nación facultado para revisar, auditar y fiscalizar la eficiencia y la eficacia en el ejercicio de los recursos públicos federales, dondequiera que éstos se encuentren y quienquiera que sea el responsable de erogarlos.

Con el nuevo texto de la Carta Magna, se pasó de la consolidación de la democracia electoral, al fortalecimiento de la democracia ciudadana, mediante la creación de una instancia que hace más eficaz la rendición de cuentas y la transparencia, al tiempo que mejora el equilibrio de poderes y fortalece el sistema de frenos y contrapesos establecido en la Constitución.

La modificación a la Carta Magna es muestra clara de que el avance democrático del país no puede ni debe detenerse. Los beneficios de su aprobación se van consolidando día a día.

Con ese ánimo, la presente iniciativa retoma los esfuerzos por que nuestra democracia continúe avanzando, evolucionando y perfeccionándose; en particular, se basa en el espíritu de la reforma constitucional que dio paso a la entidad de fiscalización superior de la Federación, mismo que fue explicitado en el dictamen, fechado el catorce de febrero de mil novecientos noventa y ocho, que la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales sometió a la aprobación del Pleno de la Cámara de Diputados, que fungió como cámara de origen en el procedimiento a cargo del Órgano Revisor de la Constitución:

“Acreditar el recto y correcto ejercicio de todos los recursos públicos federales, sea que hayan sido asignados a los Poderes de la Unión o a las entidades públicas del Gobierno Federal, incluso las no sectorizadas y con autonomía e independencia para el desempeño de sus propias funciones sustantivas, como es el caso –a modo de ejemplo– del Instituto Federal Electoral, de la Universidad Nacional Autónoma de México o de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, o sea que se trate de aquéllos manejados o utilizados por las entidades federativas, por los municipios, o aun los particulares (debe destacarse que en este último caso, la facultad revisora y fiscalizadora de la entidad de fiscalización superior no se extiende a cuestiones fiscales o tributarias, sino solamente a la verificación del manejo adecuado que sobre fondos o recursos federales lleven a cabo los particulares). En conclusión, el ente técnico de fiscalización, perteneciente a la Cámara de Diputados, estará encargado de revisar y fiscalizar a todas las personas, físicas o morales, privadas o de carácter público, que manejen recursos de la Federación –esto incluye, desde luego, la fiscalización de los recursos federales manejados por los partidos y agrupaciones políticas nacionales.”

Algunos años más tarde, en dos mil dos, el Poder Legislativo Federal expidió la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Con ella, México tuvo –por primera vez– disposiciones legales que hicieron posible el ejercicio genuino del derecho a la información y que, al mismo tiempo, impusieron  obligaciones claras y precisas de transparencia y de rendición de cuentas a las autoridades frente los ciudadanos.

La expedición y el posterior inicio de vigencia de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental constituyeron –sin lugar a dudas– la verdadera institución de controles sociales sobre la información que generan los poderes de la Unión y los órganos constitucionales autónomos –controles, claro está, indispensables en todo régimen político que se precie de ser democrático–.

El principio de máxima publicidad de la información del gobierno es ahora la regla y no la excepción. En consecuencia, los mexicanos tienen, hoy, acceso expedito a los documentos y a la información que, por definición, debe ser –y es– pública; es decir, la información es de los ciudadanos y las excepciones a la publicidad se restringen a cuestiones que deban reservarse por motivos de interés público, de seguridad nacional o de protección de datos personales.

La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental ha sido, también, modelo para la adopción de legislaciones análogas o similares en las entidades federativas que conforman la República.

Por su parte, la propia LX Legislatura del Congreso de la Unión aprobó modificaciones a la Constitución en materia electoral, así como la expedición de un nuevo Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Tales cambios obedecieron, entre otros fines, a la intención de transparentar la actuación de los partidos políticos, precandidatos, candidatos y medios electrónicos de comunicación, en aras de mayor equidad en la competencia electoral.

Esta misma Asamblea votó en favor de una adición fundamental al artículo 6° constitucional, imponiendo nuevos deberes a la Federación, a los estados y al Distrito Federal, frente a los ciudadanos que ejerzan su derecho de acceso a la información.

En tal contexto, a una década de la creación de la Auditoría Superior de la Federación y a casi siete años de la expedición de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se hace indispensable proponer nuevas medidas e iniciativas que persigan los mismos objetivos y que se inspiren en los mismos propósitos: continuar la marcha por el sendero de la democratización de la vida pública nacional, así como fortalecer la transparencia y la rendición de cuentas, que son instrumentos elementales en cualquier democracia al servicio de sus ciudadanos.

En tal virtud, la presente iniciativa pretende incluir –como sujetos obligados indirectos de los principios, obligaciones y disposiciones de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental– a otro tipo de instituciones de interés público, que también revisten gran trascendencia  para la vida nacional, como lo son las organizaciones gremiales que se integran por servidores públicos –es decir, los sindicatos de cualquier autoridad, dependencia, órgano u organismo– cuando reciban o manejen recursos públicos federales, tal y como se explicita en el texto del artículo 1°, así como en la fracción XII-Bis del numeral 3° del proyecto de Decreto.

La intención de la iniciativa consiste en establecer vías para que los sujetos destinatarios de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental documenten, precisen, expliciten y publiquen la información en torno a la entrega, uso y destino de los recursos públicos federales que reciben las organizaciones gremiales de servidores públicos, en los términos que proponen los artículos 7°, fracción IX-Bis y párrafo último, y 11-Bis del proyecto de Decreto.

Al mismo tiempo, también se pretende que tales sindicatos integrados por servidores públicos lleven registros contables y administrativos separados e independientes por cuanto hace a los recursos públicos federales que reciban, con objeto de que sus agremiados –y, por supuesto, también los ciudadanos– estén en condiciones de distinguirlos frente a otras fuentes de ingresos, tales como las cuotas o aportaciones de sus miembros, según lo establecen los párrafos segundo y tercero del artículo 11-Bis del proyecto de Decreto.

Asimismo, el párrafo segundo del artículo 11-Bis también propone medidas adicionales de transparencia y de rendición de cuentas, como la obligación, a cargo  de los sindicatos de servidores públicos, de presentar informes en los que se dé cuenta puntual de los montos de los recursos públicos federales recibidos, así como de su uso, aplicación y destino e, incluso, de su afectación en fideicomisos o a través de cualquier otra figura jurídica. 

Igualmente, de aprobarse la propuesta de párrafo último de los artículos 7° y 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, los mexicanos y, en particular, los servidores públicos que formen parte de las organizaciones gremiales referidas –cuando éstas reciban o manejen recursos públicos federales– tendrán la posibilidad de conocer la información básica respecto del funcionamiento; de la estructura y organización; de la situación financiera; de los directorios, tabuladores salariales y escalafones; de los contratos otorgados, así como de los programas de trabajo y presupuestos o recursos ejercidos, por mencionar algunos rubros específicos.

Las nuevas obligaciones a cargo de los sujetos obligados por la Ley, así como de las organizaciones gremiales en comento, resultan plenamente compatibles con el espíritu que ha animado al legislador ordinario –como también al Poder Revisor de la Constitución– respecto de la rendición de cuentas en torno al uso y destino de los recursos públicos federales y de la eficiencia y la eficacia en la gestión pública.

El objetivo principal consiste en que no existan recursos públicos federales –dondequiera que se encuentren, cualquiera que sea su destino y quienquiera que los reciba o maneje– que se mantengan fuera del alcance de las disposiciones de fiscalización, transparencia y rendición de cuentas.

Al mismo tiempo, la transparencia y la rendición de cuentas en la relación entre los sujetos obligados por la Ley y las organizaciones gremiales de servidores públicos, serán factor indiscutible de legitimidad en la actuación de las dirigencias sindicales y, también, de construcción de liderazgos incuestionables frente a los trabajadores que integran tales organizaciones, así como frente a los ciudadanos en general –quienes aportan los recursos públicos y son la razón de ser del servicio público–.

La existencia y prevalencia de sindicatos opacos, alejados de las demandas de sus trabajadores y ajenos al escrutinio social, en nada beneficia a sus agremiados ni a la sociedad.

Por el contrario, el México democrático del siglo veintiuno no merece menos que organizaciones gremiales de servidores públicos autónomas pero, al mismo tiempo, transparentes en la recepción, uso y destino de los recursos públicos federales que manejan; sujetas al imperio de la ley, y cuyas dirigencias asuman responsablemente la delicada tarea de administrar el patrimonio de sus agremiados y los recursos públicos que la ciudadanía les confía, rindiendo cuentas puntuales de su actuación.

La intención de la propuesta no es otra que contribuir a la transparencia y al acceso más amplio de los ciudadanos a cualquier información relacionada con el manejo y la erogación de recursos públicos federales, así como con las actividades y responsabilidades de los servidores públicos.

En síntesis, el espíritu de la iniciativa radica en que ningún centavo, ningún peso a disposición de la Federación y que provenga de los contribuyentes pueda estar al margen de la auditoría o del control ciudadano.

A la luz de lo anterior, con objeto de edificar una democracia más representativa, más efectiva, genuinamente orientada al bien común, capaz de generar más dividendos sociales y, al mismo tiempo, más transparente y más responsable frente a los ciudadanos, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de  los Estados Unidos Mexicanos, presento a esta Honorable Asamblea la siguiente iniciativa con

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSCIONES DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL:

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 1°, y se adicionan los artículos 3°, fracción XII-Bis, 7°, fracción IX-Bis y párrafo último, 11-Bis y 14, párrafo último, todos ellos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, para quedar como sigue:

Artículo 1°.- La presente Ley es de orden público. Tiene como finalidad proveer lo necesario para garantizar el acceso de toda persona a la información en posesión de los Poderes de la Unión, los órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal, cualquier otra entidad federal, así como las organizaciones gremiales que se integran por servidores públicos, constituidas para el estudio, mejoramiento y defensa de sus intereses comunes, cuando estas últimas reciban o manejen recursos públicos federales.

Artículo 3°.- …

I. a XII. …

XII-Bis.- Sindicatos de servidores públicos: Las organizaciones gremiales que se integran por servidores públicos legalmente constituidas para el estudio, mejoramiento y defensa de sus intereses comunes, así como sus federaciones o confederaciones, que reciban 

o manejen recursos públicos federales;

XIII. a XV. …

Artículo 7°.- …

I. a IX. …

IX-Bis. La información relativa a la entrega de recursos públicos federales a los sindicatos de servidores públicos, la cual deberá precisar los montos entregados, las fechas de entrega, los fundamentos jurídicos y los objetivos de la entrega, la persona que recibe los recursos y la calidad jurídica con que lo hace, el uso y destino de los  recursos, así como los informes anuales que entreguen dichos sindicatos en los que se dé cuenta de su aplicación, uso y destino;

X. a XVII. …

…

Los sujetos obligados se asegurarán de que los sindicatos de servidores públicos pongan a disposición del público y actualicen la información a que se refiere este artículo, en todo aquello que les resulte aplicable, para que dichos sindicatos sean susceptibles de  recibir o manejar recursos públicos federales.

Artículo 11-Bis.- Los sujetos obligados deberán documentar la entrega de recursos públicos federales a los sindicatos de servidores públicos, a través del instrumento jurídico correspondiente.

En el instrumento jurídico deberán quedar precisados los montos entregados, los objetivos de la entrega, el uso y el destino de los recursos públicos federales, así como la obligación, a cargo de los sindicatos de servidores públicos, de llevar registros contables y administraciones de los recursos públicos federales separadas respecto de las cuotas o aportaciones o de cualquier otra fuente de ingresos. Asimismo, a más tardar en el mes de abril, los sindicatos de servidores públicos deberán entregar un informe anual, soportado con documentación comprobatoria, que dé cuenta de la aplicación, uso y destino de los recursos públicos federales, incluyendo, entre otras cosas, su afectación en fideicomisos o en cualquier otra figura jurídica, la institución fiduciaria, los fideicomisarios y los fines del fideicomiso.

Los sindicatos de servidores públicos deberán publicar y actualizar, en lo que les resulte aplicable, la información a que se refiere el artículo 7° de esta Ley.

Cualquier persona podrá solicitar a los sujetos obligados información relativa a la entrega, aplicación, uso y destino de los recursos públicos federales que reciban los sindicatos de servidores públicos. Para responder a dichas solicitudes, los sujetos obligados podrán, en todo caso, requerir a los sindicatos los informes respectivos y demás documentación comprobatoria.

Artículo 14.- …

I. a V. …

…

…

Tampoco podrá invocarse el carácter de reservado cuando se trate de información sobre la entrega, aplicación, uso y destino de los recursos públicos federales a los sindicatos de servidores públicos.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor noventa días después de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo dispuesto en el presente Decreto.

Dado en el Salón de Sesiones del Senado de la República, a los ___ días del mes de _____ de dos mil nueve.
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